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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, Ley de Caminos.


____________________________________











HONORABLE SENADO,


HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:





			Vuestra Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe.





			Se deja constancia que de acuerdo con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental, el inciso segundo del artículo 41, que se reemplaza por el Nº 2 (pasó a ser Nº 3) del artículo 1º, necesita ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio, por incidir en las materias de que trata el artículo 107 de la Carta Fundamental.





			Asimismo, se deja constancia que el artículo 2º del proyecto de ley en informe, que no fue objeto de divergencia,  ha sido aprobado en el carácter de quórum calificado, por mayoría absoluta de Senadores y Diputados en ejercicio, por incidir en las materias de que trata el artículo 19, Nº 18 de la Constitución Política de la República.





- - - - - 


			El Senado mediante Oficio Nº 9386 , de 4 de Enero de 1996, comunicó a la H. Cámara de Diputados, que ha rechazado algunas de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley en estudio, y que corresponde, en consecuencia, la formación de una Comisión Mixta, designando a los señores Senadores miembros de la Comisión de Obras Públicas, Honorables Senadores señores Francisco Javier Errázuriz, Ricardo Martin, Carlos Ominami, Bruno Siebert y Andrés Zaldivar, para que concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta. 





			Posteriormente, en sesión del Senado celebrada el 10 de Enero del año en curso, se dió cuenta del Oficio Nº 928, de 9 de Enero de 1996, de la H. Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Diputados señores René Manuel García, Juan Masferrer, Hosain Sabag, Isidoro Tohá y Samuel Venegas.





			Citados los Senadores y Diputados  miembros de ella por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 34 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 5 de Marzo de 1996, con la asistencia de los HH. Senadores señora Olga Feliú, quien reemplazó al H. Senador señor Martin y de los HH. Senadores señores Francisco Javier Errázuriz, Carlos Ominami y Bruno Siebert, y de los HH. Diputados señores René Manuel García, Hosain Sabag, Isidoro Tohá y Samuel Venegas.





			Luego de constituirse la Comisión Mixta eligió como Presidente, por unanimidad, al correspondiente de la Comisión de Obras Públicas del Senado, H. Senador señor Francisco Javier Errázuriz, y de inmediato se dedicó al cumplimiento de su cometido.





			Concurrieron a esta sesión el señor Director de Vialidad, don Oscar Ferrel; el señor Sub Director de Vialidad, don Mario Isamet y el señor Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, don Aliro Verdugo.





- - - - - - - 


			A continuación, con el objeto de proporcionar una visión completa al respecto, se pasan a analizar cada una de las divergencias suscitadas, consignándose los acuerdos adoptados sobre el particular.





			La divergencia se ha originado por el rechazo del H. Senado, a algunas de las modificaciones introducidas por la H. Cámara de Diputados al proyecto de ley, en el segundo trámite constitucional, a los siguientes numerales del artículo 1º del proyecto de ley en estudio: Nº 2 (que ha pasado a ser Nº 3); Nº 3 (que ha pasado a ser Nº 4), y Nºs 5, 6 y 7, nuevos.








ARTICULO 1º


Nº 2, que pasó a ser Nº3


Artículo 41





			El H. Senado, en primer trámite constitucional, reemplazó el artículo 41 del texto legal antes enunciado.





			La norma vigente establece que los propietarios de los predios colindantes con caminos nacionales sólo podrán abrir caminos de acceso a éstos con autorización expresa de la Dirección de Vialidad.   Además, dicha Dirección podrá prohibir cualquier otro tipo de acceso a esos caminos cuando puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos.





			El texto propuesto por el Senado consta de tres incisos. Su inciso primero establece que los propietarios de los predios colindantes con caminos nacionales sólo podrán abrir caminos de acceso a éstos con autorización expresa de la Dirección de Vialidad.  Además, dicha Dirección podrá prohibir cualquier otro tipo de acceso a esos caminos cuando puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos.  En las mismas circunstancias, la Dirección también podrá ordenar el cierre de cualquier acceso a un camino nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa, una razonable solución técnica alternativa.





			Su inciso segundo dispone que las Municipalidades deberán solicitar, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales y recintos de espectáculos masivos, nuevos, un informe técnico a la Dirección de Vialidad acerca de la infraestructura complementaria necesaria para sus accesos a los caminos a que se refiere el inciso anterior y para el acceso y cruce de peatones en condiciones de seguridad.  Los propietarios de esas construcciones o urbanizaciones deberán financiar el costo y ejecutar las referidas obras viales, las que estarán sometidas a la inspección y aprobación de la Dirección de Vialidad.





			Su inciso tercero faculta a la Dirección de Vialidad para limitar total o parcialmente el acceso y circulación de transporte pesado en los caminos públicos no pavimentados, en temporada invernal o de alta pluviosidad, a fin de evitar su deterioro prematuro, ciñéndose para estos efectos a los pesos máximos de carácter general que se establezcan por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, firmado además por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para esta clase de caminos en las temporadas señaladas.





			La H. Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo al texto propuesto por el Senado, las siguientes enmiendas:





			En el inciso primero del artículo 41 propuesto sustituyó la palabra “nacionales” por “públicos”.  Además, intercaló a continuación de la palabra “cuando”, la expresión “a su juicio”, precedida y seguida de una coma (,) y reemplazó las expresiones “nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa, una razonable solución técnica alternativa”, por las siguientes: “pudiendo convenir con los afectados, en forma previa, una razonable solución alternativa, tanto técnica como financiera” precedidas de una coma (,).





			En el inciso segundo del artículo 41 aprobado por el Senado, la Cámara de Diputados incorporó, a continuación de la voz “seguridad”, la frase “organismo que deberá evacuar el informe dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la mencionada presentación”, sustituyendo el punto (.) seguido por una coma (,).





			El inciso tercero propuesto por el Senado fue aprobado por la  Cámara de Diputados en los mismos términos en que fue formulado.





			La Comisión debatió, en primer lugar, la sustitución en el inciso primero, de las palabras "nacionales" por "públicos".





			Los Parlamentarios que estaban de acuerdo con lo aprobado por la H. Cámara de Diputados, es decir, mantener la palabra "públicos", fundamentaron su posición en los siguientes argumentos:





			Que la sustitución en comento tiene por objeto que la facultad que se otorga a la Dirección de Vialidad, comprenda no sólo el autorizar los accesos a los caminos nacionales, sino que a todos los caminos públicos, lo que incluiría a los caminos nacionales y a los caminos regionales.





			Que la red vial es de 80.000 kilómetros, de los cuales aproximadamente un 10%, es decir, 8.000 kilómetros, corresponden a caminos nacionales, y que interesa la preeminencia del concepto camino "público" sobre el de camino "nacional" debido a que estos últimos constituyen un porcentaje muy bajo de los caminos existentes.





			Que existen 14.000 kilómetros de caminos pavimentados, lo que importa que mantener el término "nacionales" en el inciso primero, significaría mantener a 6.000 kilómetros de caminos pavimentados afectos al régimen de libertad para establecer accesos.





			Que existe un incremento notable de caminos pavimentados que antes eran de ripio, que no debieran ser nacionales de acuerdo a los parámetros que utiliza el Ministerio de Obras Públicas, caminos en los cuales es conveniente evitar una apertura indiscriminada de accesos.





			Que, si bien se reconoce el derecho de los particulares de abrir caminos de accesos, también es necesario resguardar el patrimonio de toda la sociedad, que invierte en la pavimentación de un camino que puede ser destruido o deteriorado por la acción de un particular que abre accesos sin ejecutar las obras mínimas necesarias para garantizar que el traspaso del predio al camino se construya en forma tal que no deteriore la berma y el pavimento.





			Que el permitir el libre establecimiento de accesos de los propietarios colindantes hacia caminos pavimentados constituiría un caos desde el punto de vista de la seguridad del tránsito, debido a que los particulares podrían abrir accesos en cualquier singularidad del camino, como en una curva, lo que debe evitarse.





			Finalmente, que utilizar cualquiera de ambas acepciones, "públicos" o "nacionales", presenta inconvenientes, pues la mención de camino "público" puede crear una competencia muy amplia para la Dirección, y el utilizar la atribución del Presidente de la República para declarar un camino como nacional constituye una vía administrativa para solucionar un problema que tiene otro tipo de fundamento.   Se indicó que lo óptimo pudiera ser establecer una forma más objetiva para aplicar una restricción a la libertad de accesos, tal como, por ejemplo, indicar que operará la restricción cuando un camino pavimentado alcance un cierto nivel de tránsito, que suponga peligrosidad en la apertura indiscriminada de accesos, lo que no afectaría el derecho de los propietarios colindantes sino que constituiría una regulación para el acceso a bienes de uso público.





			Los Parlamentarios que estaban de acuerdo con lo aprobado por el H. Senado, es decir, mantener la palabra "nacionales", fundamentaron su opinión en los siguientes argumentos:





			Que el artículo 26 del D.S. Nº 294, Ley de Caminos, que clasifica los caminos públicos en caminos nacionales y caminos regionales, señala que son caminos nacionales el Camino Longitudinal, los que unen las capitales de provincia con el Longitudinal y los que sean calificados como tales por el Presidente de la República, y que son caminos regionales el resto de los caminos públicos.  Finalmente la norma expresa que, sin perjuicio de esta clasificación, el Presidente de la República podrá declarar qué caminos tienen el carácter de internacionales.





			Que la modificación introducida por la H. Cámara de Diputados confiere a la Dirección de Vialidad una atribución que resultaría excesiva, ya que debería pronunciarse sobre todos los accesos que se soliciten respecto a todos los caminos públicos del país, lo que importaría una enorme recarga de trabajo para dicha Repartición, que puede llevarla incluso a la imposibilidad de estudiar detenidamente los casos más importantes.





			Que al dejar la autorización de accesos como una facultad para ser aplicada en los caminos nacionales se buscó proteger la situación de los caminos más importantes del país, en los que por su alto tránsito y tráfico constituye un riesgo para los usuarios la indiscriminada apertura de accesos.





			Que si algún camino regional alcanza un tránsito o tráfico tal que hace necesario que, para evitar peligro o entorpecimiento en la circulación, deba intervenir la Dirección de Vialidad en lo que dice relación con la regulación de sus accesos, la norma del artículo 26 antes citado faculta al Presidente de la República para calificar como “nacionales” los caminos que estime conveniente, con lo cual quedan sujetos a la normativa pertinente.





			Que parece razonable establecer parámetros distintos al de que un camino sea público o nacional para aplicar la autorización de acceso, ya que existen situaciones intermedias, y que para ello puede aplicarse un criterio como el de alcanzar el camino un determinado tránsito u otro semejante, pero que la clasificación de los caminos o el establecimiento de tales parámetros no es de competencia de la Comisión Mixta, y que, incluso, tales parámetros puede aplicarlos el Ministerio mediante la facultad del Ejecutivo de declarar como "nacional" a un determinado camino.





			Finalmente se señaló que de sustituirse la expresión caminos "nacionales" por "públicos" se ampliaría una limitación al derecho de los dueños de predios colindantes de establecer caminos de acceso, lo que no debe extenderse sino a los casos estrictamente necesarios, pues se deben proteger los derechos adquiridos de las personas, y el ampliar la autorización a todos los caminos podría afectarse el derecho de propiedad de los actuales propietarios colindantes.





			Sometida a votación esta discrepancia vuestra Comisión acordó aprobar el criterio del Senado, manteniendo la palabra "nacionales" por cuatro votos a favor, y tres votos en contra.





			Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert y el H. Diputado señor García, don René Manuel, y por la negativa el H. Senador señor Ominami y los HH. Diputados señores Sabag y Venegas. 





			En seguida, vuestra Comisión Mixta debatió la discrepancia habida por la modificación introducida por la H. Cámara de Diputados que consiste en intercalar la expresión “a su juicio” a continuación de la palabra “cuando”, que se estimo innecesaria, pues resulta obvio que cuando actúa la Dirección de Vialidad lo hace "a su juicio", siendo rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami  y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.





			En debate la última divergencia surgida respecto de este inciso primero, entre ambas Cámaras, relativa a la sustitución de las expresiones finales del inciso primero propuesta por la H. Cámara, que faculta a la Dirección de Vialidad para ordenar el cierre de cualquier acceso a un camino nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa una razonable solución técnica alternativa, fue rechazada por la misma votación anterior, por las razones que se dieron para no acoger la sustitución de caminos “nacionales” por “públicos”.





			Votaron por su rechazo los HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert y el H. Diputado señor García, don René Manuel, y por su aprobación el H. Senador señor Ominami y los HH. Diputados señores Sabag y Venegas.





			Respecto de esta materia el H. Senador señor Ominami manifestó que, en su opinión, los particulares serían más cuidadosos al abrir nuevos accesos si la facultad de la Dirección de Vialidad de ordenar cerrar accesos -de que trata la última oración del inciso primero- no se limitara a cerrar accesos a un camino nacional sino que a todo camino público, formulando indicación para sustituir la expresión "nacional" por "público" en la referida oración final del inciso primero.





			Sometida a votación, fue aprobada la mantención de la palabra "nacional" por cuatro votos a favor, y tres en contra.  Votaron por mantener la expresión "nacional" los HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert y el H. Diputado señor García, don René Manuel, y por su sustitución por la palabra "público" el H. Senador señor Ominami y los HH. Diputados señores Sabag y Venegas.





			Acto seguido se sometió a debate la enmienda introducida en el inciso segundo por la H. Cámara de Diputados que obliga a las Municipalidades a solicitar un informe a la Dirección de Vialidad acerca de la infraestructura complementaria necesaria para sus accesos a los caminos, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales y otros.





			La enmienda de la H. Cámara de Diputados consiste en imponerle un plazo a dicho organismo para evacuar el informe.





			En el seno de vuestra Comisión se manifestó acuerdo con la modificación, pero se discutió sobre la conveniencia de atribuirle valor de aprobación a la falta de pronunciamiento de la autoridad dentro del plazo establecido.





			Sobre el particular, los representantes del Ejecutivo expresaron que el informe técnico que se solicita a la Dirección de Vialidad es muy complejo, ya que en proyectos importantes implicaría incluso el diseño de pasos a nivel, mecánica de suelos, etc., y que el hacer primar, en silencio de la autoridad, el informe técnico Municipal puede ser contraproducente, debido a que muchos de esos informes son muy básicos e incipientes, lo que podría crear problemas a los privados que están pidiendo una autorización que afecta la realización de grandes inversiones, estimando necesario eliminar el plazo propuesto por la H. Cámara, o ampliarlo.





			Vuestra Comisión, en mérito a lo anteriormente expuesto, acordó modificar la proposición de la H. Cámara ampliando el plazo de cuarenta y cinco días a sesenta, permitiendo extenderlo por otros sesenta días cuando la Dirección de Vialidad hubiere formulado observaciones, y estableciendo que vencido el plazo sin pronunciamiento de la Dirección se entenderá aprobada la solicitud en lo que dice relación con los accesos.





			Con tal propósito acordó incorporar en el inciso segundo a continuación de la voz "seguridad", la siguiente frase: ", organismo que deberá evacuar el informe dentro de los sesenta días siguientes a la presentación de la mencionada solicitud, prorrogables una vez y por el mismo plazo cuando la Dirección les formulare observación, vencido el cual se entenderá que se aprueba dicha solicitud.".





			Sometida a votación esta modificación a la proposición de la H. Cámara, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.








Nº 3


Pasó a ser Nº 4


Artículo 42





			El Senado, en primer trámite constitucional, sustituyó el texto del artículo 42, por otro que consta de siete incisos, del tenor siguiente:	





			El inciso primero establece que las fajas de los caminos públicos son de competencia de la Dirección de Vialidad y están destinadas principalmente al uso de las obras del camino respectivo.





			El inciso segundo agrega que sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, y respecto de aquellos caminos que construya el Ministerio de Obras Públicas, y que no estén sujetos al sistema de concesiones establecido en el  decreto  con  fuerza de ley N° 164, de 1991, del mismo Ministerio, este último otorgará concesiones a particulares mediante decreto supremo, y según el procedimiento estipulado en el citado cuerpo legal.  Estas concesiones se otorgarán mediante licitación pública, sobre terrenos que no podrán exceder del 5% del total de la superficie de la faja requerida para la construcción del camino, aledaños a caminos públicos, situados fuera de los límites urbanos de una comuna y expropiados con el exclusivo propósito de instalar en ellos servicios para los usuarios de la vía, tales como hoteles, estaciones de servicio, restaurantes, paradores de vista u otros similares.  Para tales efectos, el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien tendrá prioridad en caso de igualdad de condiciones en el proceso de licitación de la concesión, la que deberá, además, materializarse en conformidad a las bases respectivas y dentro de un plazo máximo de tres años.





			A su turno, el inciso tercero añade que sin perjuicio de sus atribuciones, la Dirección de Vialidad podrá autorizar, en la forma y condiciones que ella determine, con cargo a sus respectivos propietarios, y previo pago de los derechos correspondientes, la colocación de cañerías de agua potable y de desagüe; las obras sanitarias; los canales de riego; las tuberías o ductos para la conducción de líquidos, gases o cables; las postaciones con alambrado telefónico, telegráfico o de transmisión de energía eléctrica o fibra óptica y, en general, cualquier instalación que ocupe los caminos públicos y sus respectivas fajas de dominio público u otras obras viales regidas por esta ley.





			A continuación, el inciso cuarto precisa que dichas autorizaciones deberán otorgarse, a menos que se opongan al uso de los caminos públicos, sus fajas adyacentes, pasos a nivel y obras de arte, o al uso de túneles o puentes; no afecten la estabilidad de las obras, la seguridad del tránsito o el desarrollo futuro de las vías; no obstruyan o alteren el paso de las aguas; no produzcan contaminación ni alteración significativa, en cuanto a magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona; y sea posible su otorgamiento, teniendo en cuenta las instalaciones anexas ya autorizadas.





			La Dirección de Vialidad  -agrega el inciso quinto- no tendrá responsabilidad u obligación alguna por el mantenimiento y conservación de dichas instalaciones, siendo obligación de sus propietarios el conservarlas en buenas condiciones.





			A su vez, el  inciso sexto dispone que la Dirección de Vialidad mediante resolución fundada, podrá ordenar el retiro de toda instalación que no cumpla los requisitos exigidos en el presente artículo, previa restitución de los derechos pagados, en proporción al tiempo que reste para que la autorización a que se refiere el inciso tercero, llegue a su término.





			Finalmente, el inciso séptimo indica que en caso de que por cualquier motivo sea necesario cambiar la ubicación de estas instalaciones del lugar en que fueron autorizadas, este traslado será hecho por cuenta exclusiva del interesado o en las condiciones que se hayan fijado al otorgar el permiso o contrato de concesión respectivo.








			La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, propuso modificaciones a los incisos primero, segundo  y tercero.





			En el inciso primero aprobado por el Senado intercaló, a continuación de la palabra “competencia” la expresión “y regulación”.





			En discusión esta enmienda se reiteró el argumento tenido en consideración por el H. Senado al eliminar la expresión "y regulación" que venía en el Mensaje del Ejecutivo,  en orden a que el artículo 31 del texto legal que se modifica, contempla la facultad del Presidente de la República para reglamentar la materia en análisis, y que dichas regulaciones o son materia de ley o de la potestad reglamentaria, encontrándose esta última radicada en el Presidente de la República y no en una autoridad administrativa inferior, por lo que la aprobación de tal modificación importaría entregar al Director de Vialidad atribuciones que corresponden al Jefe de Estado.





			Sometida a votación, esta modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.





			En seguida, la Cámara de Diputados introdujo dos enmiendas al inciso segundo del artículo propuesto por el H. Senado.





			La primera consiste en reemplazar, los términos “el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien” por la expresión “el propietario respectivo”.





			La enmienda introducida elimina el consentimiento para vender del propietario respectivo dejándole sólo prioridad en caso de igualdad de condiciones,  en el proceso de licitación de la concesión a que se llame.





			Se recordó que cuando la Comisión analizó esta materia tuvo especialmente en consideración dejar establecido que el Ministerio de Obras Públicas deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, para los efectos de la expropiación adicional, es decir, para expropiar el 5% adicional al requerido técnicamente para la faja del camino.   De esta forma, se agregó, si se desea instalar servicios sanitarios para los usuarios del camino, se requerirá el consentimiento del propietario quien, además, tendrá prioridad en la eventual licitación, de manera de resguardar los derechos de éste en el sentido de que las nuevas construcciones que se proyecten no se hagan, por ejemplo, al lado de su casa, pudiendo oponerse a ello.





			De esta forma, se indicó, se busca asimilar las posibilidades contempladas en la Ley de Concesiones para instalar servicios adicionales en los caminos, a aquellos que construya el Ministerio de Obras Públicas sin sujeción a dicho régimen. 





			Sometida a votación la enmienda de la H. Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.





			La segunda enmienda introducida por la H. Cámara de Diputados al inciso segundo consiste en agregar una oración final, nueva, al inciso, que faculta al Ministerio para prohibir, dentro del radio que determine, anexo a la concesión ya adjudicada, y por el tiempo que al efecto señale, el que, en todo caso, no podrá exceder el período de la concesión, el establecimiento de nuevas instalaciones de giro similar a la del concesionario adjudicado.





			En discusión esta enmienda se señaló que mediante esta oración se le entregaría al Ministerio de Obras Públicas un derecho monopólico sobre el espacio adyacente a los caminos. Se agregó que si bien es cierto que hay una concesión y un camino, y que la norma autoriza para que en el 5% adicional a la superficie de la faja requerida para la construcción del camino se concesionen servicios para los usuarios de las vías, dichos servicios no tienen por qué tener un carácter monopólico e impedir que, por ejemplo, el dueño del fundo pueda instalar un servicio de giro similar a la del concesionario del 5% adicional.





			Se manifestó, también, que aunque sean servicios complementarios no se ve razón alguna para que se impida la instalación de servicios similares, y que el crear tales opciones monopólicas además afectarían al propio Fisco, que crearía una plusvalía adicional en algunos terrenos, la que el mismo debería pagar al expropiarlos.





			Sobre el particular se expresó, además, que la norma incorporada adolece de un doble vicio de inconstitucionalidad, de acuerdo con el artículo 19, Nºs. 21 y 24 de la Constitución Política del Estado, ya que por una parte se estaría limitando el derecho a desarrollar una actividad económica lícita, y por otra, se afectaría el derecho de propiedad.





			En votación esta modificación de la H. Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.





			Finalmente, la Cámara de Diputados intercaló, en el inciso tercero de este artículo 42, a continuación de la palabra “determine”, la expresión “para convenir las indemnizaciones que correspondan”, seguida de una coma (,).





			En discusión esta enmienda se señaló que la oración era confusa y que adolecía de problemas de redacción.





			Se dejó constancia para la historia de la ley que la idea aprobada por el Senado es que el paso o cruce que se haga a través de este bien de uso público sea pagado y que las autorizaciones de que se trata sean otorgadas por la Dirección de Vialidad previo pago de los derechos correspondientes, toda vez que se considera de justicia establecer para este caso el concepto de cobro por el uso.





			Se agregó que hasta ahora las fajas de los caminos públicos las usa gratuitamente el que así lo desea, y que se trata de que el usuario de la faja pague al Estado por el uso, y no de que el Estado pague al usuario, como resultaría con la modificación introducida por la H. Cámara.





			Se indicó que, si bien en definitiva siempre los usuarios pagaran los costos que en principio soportarían las compañías que usen las fajas de los caminos, en todo caso el pago permitirá una adecuada asignación de los recursos, y los usuarios de los teléfonos o de la televisión por cable pagarán los costos, y no los sectores más pobres que no utilicen los servicios de que se trate, como ocurriría si el Estado soporta tales costos.





			La H. Senadora señora Feliú manifestó su opinión en el sentido de estar de acuerdo con el fondo de la norma, pero que estima que no es la discusión de esta ley la oportunidad de solucionar y regular la situación de que se trata, motivo por el cual se abstendría.





			En votación la enmienda propuesta por la H. Cámara de Diputados, fue rechazada por seis votos en contra y una abstención.


			Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas, absteniéndose la H. Senadora señora Feliú.





- - - - - -





			En seguida, la Cámara de Diputados consultó como Nºs. 5, 6 y 7, los siguientes, nuevos:








Nº 5 


Artículo 53





			El artículo 53 vigente trata de las infracciones y su sanción.





			Se introdujeron dos enmiendas a este artículo, en sus incisos primero y sexto.





			El inciso primero establece que toda infracción al presente Título será castigada con multa de dos a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las indemnizaciones y sanciones que fueren procedentes por aplicación de otras normas legales.  El valor de la unidad tributaria que se tomará en consideración para los efectos del pago o consignación, será aquel que rija de acuerdo con la tabla oficial en el día en que se haga efectivo dicho pago o consignación.





			La Cámara de Diputados agregó en el inciso primero, a continuación de la expresión “unidades tributarias mensuales”, lo siguiente: “y con la retención de los vehículos o instrumentos utilizados en su ejecución, la que no podrá exceder de sesenta días”.





			En discusión esta enmienda se señaló que mediante ella se le estarían dando al Director de Vialidad  facultades propias de los Tribunales de Justicia, lo que vulnera el artículo 73 de la Carta Fundamental.





			En votación la enmienda fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.





			El inciso sexto del artículo 53, en comento, establece que una vez pagada la multa o efectuada la consignación, el infractor tendrá el plazo de diez días para reclamar ante el Juez Letrado en lo Civil correspondiente, de la resolución del Director de Vialidad.





			La Cámara de Diputados incorporó en este inciso sexto, luego de las palabras “para reclamar”, lo siguiente: “de ellas y de la retención de los vehículos y de los instrumentos utilizados por el infractor”.





			La Comisión, por las mismas consideraciones señaladas al tratar la enmienda anterior, rechazó esta modificación por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.








Nº 6


Artículo 68





				El artículo 68 vigente trata de la delegación de las facultades que señala esta ley y se introdujo una modificación en su inciso sexto.





			Dicho inciso señala que cuando la delegación de facultades recaiga en el personal a contrata, la responsabilidad derivada al ejercerlas será solidaria entre delegante y delegado.





			La Cámara de Diputados intercaló a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “a contrata”, la frase “la que comprenderá también el ejercicio de las funciones directivas que se le encomienden”, seguida de una coma (,).





			Los representantes del Ejecutivo manifestaron que desde un punto de vista doctrinario y estatutario un funcionario a contrata es de carácter transitorio y no puede ejercer funciones directivas, pero que la ley orgánica del Ministerio ya contempla en el artículo 68, inciso sexto, la posibilidad de delegar funciones en el personal a contrata, sin que especifique qué tipo de facultades es posible delegar en ellos, lo que ha motivado el interés en modificar la norma para precisarla.





			Agregaron que desde muy antigua data existe una dotación flotante de personal a contrata en el Ministerio de Obras Públicas, en el cual, actualmente, de un universo de 1.455 profesionales un 33% está a contrata, y un 24% de los técnicos, de un universo de 734, se encuentra en similar situación.





			Señalaron que la planta del Ministerio no contempla los cargos de Directores Regionales, que son provistos con profesionales contratados para una determinada zona y en los cuales se delega funciones de carácter resolutivo, que son las que requieren para ejercer sus funciones, lo que ocurre prácticamente con el 100% de los Directores Regionales, Jefes de Departamentos, Jefes Regionales y Jefes Provinciales.





			Expresaron que el Ministerio necesita validar esta situación, pues la situación teórica de transitoriedad no se da con el personal a contrata del Ministerio de Obras Públicas, en que los funcionarios a contrata permanecen 10, 15 o más años, e incluso jubilan como contratados, existiendo una disociación entre la teoría y la realidad.





			Finalizaron expresando que de no regularizarse esta situación se puede producir una crisis en el Ministerio, pues deberían retirar a las personas que cumplen las funciones directivas y reemplazarlas por funcionarios de planta, hasta que se fijen nuevas plantas para el Ministerio que se condigan con la realidad.





			En el seno de vuestra Comisión se coincidió con lo manifestado, en el sentido que existe una situación de crisis respecto a la planta del Ministerio. Se agregó que la norma aclara otra norma ya vigente, y se acordó dejar constancia de la argumentación de los representantes del Ejecutivo.





			Sometida a votación, la modificación propuesta por la H. Cámara fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Ominami, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag y Venegas.








Nº 7


Artículo 71 bis





			La Cámara de Diputados introdujo un artículo 71 bis, que establece que los trabajadores del Ministerio de Obras Públicas que a la fecha de entrada en vigencia de esta disposición se encuentren regidos por el Código del Trabajo, podrán solicitar al Servicio donde se desempeñan su incorporación a cargos regidos por la ley Nº 18.834, en calidad de contratados o en la planta correspondiente, en conformidad con las normas estatutarias generales que gobiernan la materia, según existan los cupos respectivos y cumplan con los requisitos establecidos en dichas plantas para la función que pasen a desempeñar.  Este cambio no podrá significar aumento de dotación del Ministerio, ni importará supresión de la relación laboral preexistente para los efectos de la exigibilidad de los beneficios pecuniarios que devengue la calidad jurídica anterior, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha, la que se entenderá diferida hasta el cese definitivo de los servicios por cualquier causa que otorgue derecho a percibirla, rigiéndose para tales efectos por lo dispuesto en el artículo final de la ley Nº 18.834.





			La H. Senadora señora Feliú expresó que tal modificación fue rechazada por el Senado, y que el Presidente de la Comisión de Obras Públicas del Senado, H. Senador don Francisco Javier Errázuriz, hizo transmitir por oficio al Ministro de Obras Públicas, las objeciones que mereció la norma propuesta a la Comisión que preside.





			Señaló que de la respuesta del Ministro se deduce que la única finalidad de la norma es establecer una protección para los actuales obreros del Ministerio de Obras Públicas, regidos por el Código del Trabajo, para el caso de que sean nombrados o contratados en el mismo servicio en que laboran como personal sujeto al Estatuto Administrativo, en el sentido de que no perderán la indemnización por años de servicios a que tienen derecho, sino que su pago se diferirá a la época de cese de servicios.





			Para conseguir esta finalidad, prosiguió, bastaría con una norma que establezca lo siguiente:





			"Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo final de la ley Nº 18.834, será aplicable a los actuales trabajadores del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, regidos por el Código del Trabajo, que queden afectos a las normas del Estatuto Administrativo por ser nombrados en la planta o contratados asimilados a grado, sin solución de continuidad, en el mismo órgano en que se desempeñan.".





			Expresó que con la norma que propone se protege al personal regido por el Código del Trabajo que se encuentre en funciones a la fecha de publicación de la ley, que la protección favorece a los obreros que cambien de régimen laboral (del Código del Trabajo al Estatuto Administrativo) al ser nombrados en la planta o contratados en el mismo servicio en que se desempeñan.





			Agregó que el nombramiento o contrato de que sean objeto, se regirá por las normas generales que rigen la materia.  Ello significa que para ser nombrados en la planta deberán participar, en igualdad de condiciones que el resto de los oponentes, en los concursos públicos a que se llame para proveer las vacantes que existan o se produzcan.  En el caso de los contratos, implica que la autoridad del respectivo servicio, de oficio o a petición de los interesados, resuelva contratarlos, contrato que debe ser aceptado por el obrero, cumpliendo los interesados, en ambos casos, los requisitos que la ley exige para desempeñar el cargo de que se trate.





			Indicó que en ambos casos se debe respetar la dotación máxima de personal fijada en la Ley de Presupuestos para el respectivo servicio, y que el cambio de calidad jurídica de este personal no puede implicar, en situación alguna, una alteración de la dotación del respectivo servicio, dado que conforme lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos la dotación máxima incluye al personal a jornal.





			Manifestó que la relación laboral anterior se acaba y, precisamente por terminar por decisión del empleado (quien postula a un concurso para acceder a otro cargo), o por mutuo acuerdo de las partes (empleado y empleador convienen una nueva relación laboral sujeta a otras normas), no hay derecho a percibir la indemnización que contempla el Código del Trabajo, para el caso de despido del empleado fundado en las causales establecidas en su artículo 161, lo que fundamenta dictar la norma en estudio.





			Señaló que la protección consiste en que el obrero, que sin interrupción de funciones, pase a la planta del servicio o sea contratado de acuerdo con las normas del Estatuto Administrativo, no perderá los años que tenía acumulados para los efectos de la indemnización, sino que ésta se le pagará, en relación a ese tiempo y sobre la base de las remuneraciones vigentes a la época del cese, cuando se produzca su desvinculación del servicio y siempre que su cese obedezca a una causa que otorgue derecho a percibirlo.





			Agregó que tal es la protección que la ley Nº 18.834 estableció para el personal que, rigiéndose por el Código del Trabajo, por disposición de la ley, cambió de estatuto laboral.





			Finalmente, señaló que esta protección también alcanza al desahucio especial establecido en el artículo 72 de la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, para los obreros de las Direcciones de Vialidad, Arquitectura, Obras Portuarias y Riego, que se devenga al jubilar y que lo pagaba el ex-Servicio de Seguro Social, hoy Instituto de Normalización Previsional, reglamentado en el decreto Nº 124, de 1971, del Ministerio de Obras Públicas y su procedencia es fiscalizada por la Superintendencia de Seguridad Social.





			Los representantes del Ejecutivo manifestaron su plena conformidad con la proposición de la H. Senadora señora Feliú. 





			Sometida a votación, la proposición de la H. Senadora señora Feliú, para sustituir el texto del artículo 71 bis de la H. Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Siebert y Ominami, y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag, Tohá y Venegas.





- - - - - - -  





			Como se ha indicado, la divergencia se ha originado por el rechazo del H. Senado, a algunas de las modificaciones introducidas por la H. Cámara de Diputados al proyecto de ley, en el segundo trámite constitucional, a los siguientes numerales del artículo 1º del proyecto de ley en estudio: Nº 2 (que ha pasado a ser Nº 3); Nº 3 (que ha pasado a ser Nº 4), y Nºs 5, 6 y 7, nuevos.





			En mérito a lo expuesto vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación:





ARTICULO 1º


Nº 2


Pasó a ser Nº 3





			Sustituirlo por el siguiente:





			"3.- Reemplázase el artículo 41º, por el siguiente:





			"Artículo 41º.- Los propietarios de los predios colindantes con caminos nacionales sólo podrán abrir caminos de acceso a éstos con autorización expresa de la Dirección de Vialidad.   Además, dicha Dirección podrá prohibir cualquier otro tipo de acceso a esos caminos cuando puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos. En las mismas circunstancias, la Dirección también podrá ordenar el cierre de cualquier acceso a un camino nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa, una razonable solución técnica alternativa.





			Las Municipalidades deberán solicitar, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales y recintos de espectáculos masivos, nuevos, un informe técnico a la Dirección de Vialidad acerca de la infraestructura complementaria necesaria para sus accesos a los caminos a que se refiere el inciso anterior y para el acceso y cruce de peatones en condiciones de seguridad, organismo que deberá evacuar el informe dentro de los sesenta días siguientes a la presentación de la mencionada solicitud, prorrogables una vez y por el mismo plazo cuando la Dirección les formulare observación, vencido el cual se entenderá que se aprueba dicha solicitud. Los propietarios de esas construcciones o urbanizaciones deberán financiar el costo y ejecutar las referidas obras viales, las que estarán sometidas a la inspección y aprobación de la Dirección de Vialidad.





			La Dirección de Vialidad podrá limitar total o parcialmente el acceso y circulación de transporte pesado en los caminos públicos no pavimentados, en temporada invernal o de alta pluviosidad, a fin de evitar su deterioro prematuro, ciñéndose para estos efectos a los pesos máximos de carácter general que se establezcan por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, firmado además por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para esta clase de caminos en las temporadas señaladas.".





Nº 3


Pasó a ser Nº 4





			--Reemplazarlo por el siguiente:





			"4.- Sustitúyese el artículo 42º, por el siguiente:





			"Artículo 42º.- Las fajas de los caminos públicos son de competencia de la Dirección de Vialidad y están destinadas principalmente al uso de las obras del camino respectivo.





			Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, y respecto de aquellos caminos que construya el Ministerio de Obras Públicas, y que no estén sujetos al sistema de concesiones establecido en el decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del mismo Ministerio, este último otorgará concesiones a particulares mediante decreto supremo, y según el procedimiento estipulado en el citado cuerpo legal.  Estas concesiones se otorgarán mediante licitación pública, sobre terrenos que no podrán exceder del 5% del total de la superficie de la faja requerida para la construcción del camino, aledaños a caminos públicos, situados fuera de los límites urbanos de una comuna y expropiados con el exclusivo propósito de instalar en ellos servicios para los usuarios de la vía, tales como hoteles, estaciones de servicio, restaurantes, paradores de vista u otros similares.  Para tales efectos, el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien tendrá prioridad en caso de igualdad de condiciones en el proceso de licitación de la concesión, la que deberá, además, materializarse en conformidad a las bases respectivas y dentro de un plazo máximo de tres años.





			Sin perjuicio de sus atribuciones, la Dirección de Vialidad podrá autorizar, en la forma y condiciones que ella determine, con cargo a sus respectivos propietarios, y previo pago de los derechos correspondientes, la colocación de cañerías de agua potable y de desagüe; las obras sanitarias; los canales de riego; las tuberías o ductos para la conducción de líquidos, gases o cables; las postaciones con alambrado telefónico, telegráfico o de transmisión de energía eléctrica o fibra óptica y, en general, cualquier instalación que ocupe los caminos públicos y sus respectivas fajas de dominio público u otras obras viales regidas por esta ley.





			Dichas autorizaciones deberán otorgarse, a menos que se opongan al uso de los caminos públicos, sus fajas adyacentes, pasos a nivel y obras de arte, o al uso de túneles o puentes; no afecten la estabilidad de las obras, la seguridad del tránsito o el desarrollo futuro de las vías; no obstruyan o alteren el paso de las aguas; no produzcan contaminación ni alteración significativa, en cuanto a magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona; y sea posible su otorgamiento, teniendo en cuenta las instalaciones anexas ya autorizadas.








			La Dirección de Vialidad no tendrá responsabilidad u obligación alguna por el mantenimiento y conservación de dichas instalaciones, siendo obligación de sus propietarios el conservarlas en buenas condiciones.








			La Dirección de Vialidad, mediante resolución fundada, podrá ordenar el retiro de toda instalación que no cumpla los requisitos exigidos en el presente artículo, previa restitución de los derechos pagados, en proporción al tiempo que reste para que la autorización a que se refiere el inciso tercero, llegue a su término.








			En caso de que por cualquier motivo sea necesario cambiar la ubicación de estas instalaciones del lugar en que fueron autorizadas, este traslado será hecho por cuenta exclusiva del interesado o en las condiciones que se hayan fijado al otorgar el permiso o contrato de concesión respectivo.".











Nº 5 





			-- Suprimirlo.











Nº 6


Pasó a ser Nº 5





			Aprobar el siguiente Nº 5, nuevo:





			"5.- Intercálase en el inciso sexto del artículo 68, a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “a contrata”, la frase “la que comprenderá también el ejercicio de las funciones directivas que se le encomienden”, seguida de una coma (,).".











Nº 7


Pasó a ser Nº 6





			- - Sustituirlo por el siguiente:








			"6.- Agrégase el siguiente artículo 71 bis:





			"Artículo 71 bis.  Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo final de la ley Nº 18.834, será aplicable a los actuales trabajadores del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, regidos por el Código del Trabajo, que queden afectos a las normas del Estatuto Administrativo por ser nombrados en la planta o contratados asimilados a grado, sin solución de continuidad, en el mismo órgano en que se desempeñan.".








- - - - -








			Como consecuencia de los cambios de numerales anteriores, los Nºs. 4 y 5 del Senado pasaron a ser Nºs. 7 y 8, sin enmiendas, respectivamente.








- - - - - - 














			Acordado en sesión celebrada el día 5 de Marzo de 1996, con la asistencia de sus miembros HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz (Presidente), Ominami y Siebert y los HH. Diputados señores García, don René Manuel, Sabag, Tohá y Venegas.








			Sala de la Comisión, a 11 de Marzo de 1996.










































































ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA


Secretario Abogado de la Comisión
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